
Poder Judicial de la Nación

F
CÉDULA DE 

NOTIFICACIÓN
23000067183143

23000067183143

TRIBUNAL: JUZGADO FEDERAL DE CORDOBA 2,  SITO  EN  AV 
CONCEPCIÓN ARENAL Y W. PAUNERO 690 - CÓRDOBA - PISO 5°/6°

FECHA DE RECEPCIÓN EN NOTIFICACIONES: 

Sr.: JORGE HECTOR CURTO
Domicilio: 20103334781
Tipo de Domicilio: Electrónico
Carácter: Sin Asignación
Observaciones Especiales: Sin Asignación

16361/2023 N N N
N° ORDEN EXPTE. N° ZONA FUERO JUZGADO SECRET. COPIAS PERSONAL OBSERV.

Notifico a Ud. la resolución dictada en los autos:

PROVINCIA DE CORDOBA c/ BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA 
ARGENTINA s/AMPARO LEY 16.986

QUEDA UD DEBIDAMENTE NOTIFICADO

Córdoba,         de junio de 2023.



Poder Judicial de la Nación

Fdo.:  ISABEL GARZÓN MACEDA, SECRETARIA

En ………………..de……………………de 2023, siendo horas ……………….   

Me constituí en el domicilio sito en………………………………………………   ……………….

………………………………………………………………………………………….   ………………

Y requerí la presencia de…………………………………………………………….  ………………

y no encontrándose …………………………….

fui atendido por: ……………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………………………………….

D.N.I; L.E; L.C; Nº……………………………………………………………………………………..

Ni respondiendo persona alguna a mis llamados, requerí la presencia de un testigo quien  manifiesta ser:  

………………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………………………………….

Acto seguido , e impuesto del motivo de mi presencia , le hice entrega de …………………….

procedí a fijar en el acceso de la vivienda una copia de la presente

FIRMADO ANTE MI PARA CONSTANCIA.-



Expediente Número:  FCB - 16361/2023  Autos: 

PROVINCIA DE CORDOBA c/ BANCO CENTRAL DE

LA REPUBLICA ARGENTINA s/AMPARO LEY

16.986   Tribunal: JUZGADO FEDERAL DE

CORDOBA 2 / SECRETARIA CIVIL

                                CONTESTA VISTA

Señor Juez Federal:

                                Enrique José Senestrari,  Fiscal  Federal  N° 1,  en

contestación de la vista corrida y en los autos de referencia, dice que:

                                Tratándose  de  un  amparo  articulado  por  la

Provincia  de Córdoba  en contra  del Banco  Central de la  República

Argentina,  cuya  pretensión  principal  es  dejar  sin  efecto  la

Comunicación "A" 7782 del citado  banco  y cualquier  otra  norma o

disposición de cualquier otra autoridad nacional por la que se impida

a la  provincia  el ejercicio  de su autonomía, corresponde a  la  Corte

Suprema  de Justicia  de la  Nación entender  en instancia  originaria

ratione personae y no a su  tribunal.

                                  Ello  porque  se  entiende  que a  la  provincia  de

Córdoba  le  concierne  la  competencia  originaria  de  la  Corte  de

conformidad al art. 117 de la C.N. y el Banco Central de la República

Argentina, tiene derecho al fuero federal conforme al art. 116 de la

C.N. y al art. 55 de su carta orgánica.

                                  Así,  la  única  forma  de  conciliar  ambas

perrogativas  jurisdiccionales  es  sustanciando  la  acción  en

esa instancia originaria (conf. fallo S.C. 345. L. XLIV del 10 de junio de

2008 en autos: " San  Luis, Provincia de c/ Estado nacional s/ acción

declarativa  de  inconstitucionalidad  y  cobro  de  pesos"  y más

recientemente, CSJ 1753/2020 del 22 de noviembre de 2022 en "Banco

Central de la Repúlica Argentina c/ Gobierno de la ciudad de Buenos

Aires s/ Acción declarativa de certeza").

                                Debido a ello, estimo que el Sr. Juez y su tribunal

resultan incompetentes para entender en los presentes.

                              Ahora  bien, para  el  hipótetico  caso  en que no  se

admitiera este criterio, entimo que corresponde ordenar la producción

del informe previsto en el art. 4 de la Ley 26.854, entendiendo que la

medida cautelar solicitada no tiene relación directa, y mucho menos,

demostrada, con la salvaguarda de la vida digna de conformidad a la

Convención Americana de Derechos Humanos de los habitantes de la

provincia  y  de  sus  derechos  de  naturaleza  alimentaria,  como  lo

pretende la  actora, invocando las previsiones del art. 4, inciso 3 en

función del art. 2, inciso 2 de la citada ley.

                                      Es  que,  aceptar  este  criterio,  sería  un

antecedente  para  que  toda  discusión  que  involucre  la  disputa  por
___________________________________
Fecha de Firma: 05/06/2023 
Dictamen Número 922/2023 
SENESTRARI ,  ENRIQUE JOSE - Fiscal 
Fiscalía Federal Nº 1 de Córdoba

1 de 2



cifras de dinero entre Provincia y Nación, incluya una medida cautelar

basada  en  urgencias  de  carácter  alimentario,  desnaturalizando  la

verdadera causal basada en la real cobertura de tales necesidades.

                                Provea de conformidad.

___________________________________
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COMPARECE. SOLICITA PARTICIPACIÓN. ACREDITA PERSONERÍA. 

SOLICITA INTERVENCIÓN URGENTE – EXTREMA GRAVEDAD 

INSTITUCIONAL. RESERVA DEL CASO FEDERAL 

 

Señor Juez:  

   

  Jorge Héctor CURTÓ, abogado, por procuración ajena, constituyendo 

domicilio físico en calle Duarte Quirós N° 395 Piso 3° Esc. “C”, de ésta Ciudad, domicilio 

electrónico en CUIT/CUIL 20103334781, e mail jorgehcurto@hotmail.com, en representación 

del BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, con domicilio real en la calle 

Reconquista N° 266/74 -Edificio Perón- Piso 13 -Asuntos Judiciales- de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires (Zona 250), con el patrocinio letrado de la Dra. PAULA MARISA 

SILVA   abogada, inscripta al Tomo 42 Folio 323 CPACF con domicilio electrónico en CUIT 

27128038936 , en los autos caratulados "PROVINCIA DE CORDOBA c/ BANCO 

CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA s/AMPARO LEY 16.986", expte. 

16361/2023 a V.S. digo: 

 

  I. PERSONERIA 

 

  Que conforme lo acredito con el poder que se acompaña en formato digital y 

sobre cuya vigencia y autenticidad declaro bajo juramento de ley, he sido designado para 

intervenir en procesos judiciales como el presente, como mandatario del BANCO CENTRAL 

DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, con domicilio real en Reconquista Nº 266, Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. En el carácter invocado y con el patrocinio letrado denunciado, 

solicito se me tenga por presentado y por constituidos los domicilios legal y electrónico. 

 

  II. OBJETO 
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  Que a partir de su amplia difusión en los medios mi mandante ha tomado 

conocimiento de la promoción de la presente acción, en la cual la actora habría solicitado el 

dictado de una medida interina. 

 

  En consecuencia, en el carácter invocado, siguiendo expresas 

instrucciones de mi mandante, en este preliminar estadio procesal sobre el cual a la fecha 

no existe traslado ordenado para la  producción de los informes de ley, así como tampoco 

media a la fecha, siquiera, declaración de competencia, vengo a solicitar a V.S que, a todo 

evento, previo a resolver la petición de la actora, se dé la necesaria e indispensable 

intervención al BCRA y/o al Estado Nacional atento la naturaleza y trascendencia de las 

cuestiones involucradas. 

 

  Comparezco espontáneamente en esta oportunidad por el principio de 

eventualidad procesal, en tutela del interés que represento, y señalando que en el caso no 

se encuentran verificados los recaudos para la concesión de una medida de tal naturaleza 

y sin perjuicio de dejar reservados los derechos para el ejercicio del derecho de defensa 

de mi parte en la oportunidad correspondiente.  

 

  Toda medida adoptada sin que mi parte y/o el Estado Nacional puedan ser 

oídos, podría generar una situación de gravedad institucional de efectos irreparables, con 

consecuencias inusitadas para la Nación en su conjunto.  

 

  En efecto, decretar una medida interina en los términos del art. 4, inc. 1, 

tercer párrafo, de la Ley 26.854, que se agotaría e identificaría con el fondo de la cuestión, 

con el único fundamento que surge de la petición de la Provincia, sin siquiera escuchar a 

mi mandante, importaría desplazar al BCRA en la atención de cuestiones objetivamente 

impostergables, provocando un perjuicio de imposible reparación a la comunidad toda, y 

en las que el BCRA, por delegación constitucional, tiene  facultades regulatorias 

suficientes para administrar y controlar el ingreso, egreso y uso de divisas a los efectos 

de concretar eficazmente la política legislativa y a los fines de procurar un equilibrio entre 
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los vastos intereses económicos y sociales que se encuentran involucrados en la oferta y 

la demanda de divisas extranjeras. 

 

  A las consideraciones apuntadas se agrega que, a tenor de lo dispuesto por 

el art. 19 de LMC, resulta inaplicable la disposición de una de medida cautelar interina 

en este tipo de procesos.  

 

  Es por ello que, previo a considerar cualquier cautelar, corresponde y así 

solicito, se dé la debida intervención a mi mandante, a fin de que pueda brindar las razones 

en su respectivo informe de ley, por las cuales ha tomado la decisión que la Provincia 

actora impugna. 

 

  Máxime considerando que la afectación de recursos y bienes del Estado 

no puede ser decidido a través de una medida cautelar conforme lo dispone el art 9 LMC, 

que impide a los jueces a través de una resolución, afectar, obstaculizar, comprometer o 

distraer de su destino o de cualquier forma perturbe los bienes o recursos propios del 

Estado. 

 

  Repárese que lo requerido en esta presentación reside en lo especialmente 

gravoso que resultaría la traba de una medida cautelar de tamaña entidad, que claramente 

trasciende a las partes. 

 

  Es por tal razón que se requiere de VS, que preventivamente efectúe un 

juicio de ponderación o proporcionalidad, que balancee adecuadamente los intereses, no 

sólo de ambas partes, sino teniendo especialmente presente las consecuencias que podrían 

derivarse a la Nación toda, y así evitar cualquier desequilibrio en relación a las finalidades 

esgrimidas sólo por la demandante. 

 

  Por consiguiente, en atención a la trascendencia de la cuestión planteada 

y la magnitud de los efectos que su otorgamiento produciría a las reservas del Estado 
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Nacional, solicito a V.S que dé a mi parte la intervención que por derecho le corresponde, 

conforme lo dispuesto por el Art. 4 LMC. 

   

III. Reserva.  

Atento que a la fecha no se ha ordenado traslado de la acción para la producción 

de los informes de ley a mi representada, dejamos desde ya reservados los derechos para 

dar contestación puntual y bajo el alcance que las cuestiones involucradas necesariamente 

ameriten.  

  

 IV. Caso Federal 

 

  Expreso reserva del caso federal para ocurrir por ante la CSJN en virtud 

del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48, toda vez que para dar solución al conflicto 

de autos, deberán interpretarse disposiciones contenidas en diversas normas de carácter 

federal, entre ellas la Carta Orgánica del BCRA, y Comunicaciones del BCRA, por lo que 

una sentencia contraria a los derechos invocados por esta Representación en base a la 

normativa citada, habilitaría la procedencia del remedio federal mencionado. En esta 

primera oportunidad dejo planteada la reserva del Caso Federal 

    

V.- PETITORIO 

   Por lo expuesto a VS solicito: 

1.- Tenga por acreditada la personería invocada y por constituidos los domicilios 

especiales. 

2.- Resuelva la intervención solicitada, ordenándose el traslado del informe del art. 4 

LMC, previo al tratamiento de cualquier medida cautelar. 

3.- Por presente la Reserva efectuada. 

4.- Por planteada la existencia del Caso Federal. 

      

PROVEER DE CONFORMIDAD, 

       SERA JUSTICIA 
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16361/2023

PROVINCIA DE CORDOBA c/ BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA 

ARGENTINA s/AMPARO LEY 16.986

Córdoba, 6 de junio de 2023.-

1.- Por presentado.  Por contestada la vista por el Sr. Fiscal Federal.

2.-  Proveyendo las  presentaciones  de  la  parte  actora:  Téngase  a  los 

comparecientes, por parte en el carácter invocado y con el domicilio legal y 

electrónico constituido. Agréguese la documentación acompañada.

3.- Corresponde examinar en primer lugar la competencia del Tribunal 

para entender o no en la presente acción judicial tal como prescribe el art. 4 

del C.P.C.C.N, ya que “siempre que de la exposición de los hechos resultare  

no ser de la competencia del juez ante quien se deduce, deberá dicho juez  

inhibirse de oficio”. 

 Según se desprende de los términos de la demanda y su ampliación, a 

cuya  exposición  de  los  hechos  se  debe  atender  de  modo  principal  para 

determinar la competencia, de conformidad con los arts 4° y 5° del C.P.C.CN 

y doctrina de la CSJN (Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230), se advierte que la 

parte actora pretende se deje sin efecto la Comunicación "A" 7782 del BCRA 

y cualquier otra norma o disposición de cualquier otra autoridad nacional, por 

la que se impida a la provincia el ejercicio de su autonomía.

El  artículo  116  de  la  Constitución  Nacional  establece  que  la  Corte 

Suprema y los tribunales inferiores de la Nación conocen y deciden en todas 

las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución Nacional o por 
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las leyes dictadas por el Congreso de la Nación, enunciando de este modo el 

alcance de su competencia. El artículo 117 de la Constitución Nacional detalla 

que esa competencia  debe ser  ejercida por  la Corte  Suprema en grado de 

apelación, según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso; y, en 

forma  originaria  y  exclusiva,  en  los  asuntos  concernientes  a  embajadores, 

ministros y cónsules extranjeros; y en los casos enumerados en el artículo 116 

que tienen a una provincia como parte, ya sea en forma directa (como actora o 

demandada) o de manera indirecta (como cuando se dispone su intervención 

obligada en el proceso como tercero a requerimiento de alguna de las partes).

En  ese  contexto,  la  intervención  en  este  pleito  de  la  Provincia  de 

Córdoba  y  la  materia  federal  debatida  en  el  presente  amparo,  surten  la 

competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos; 

311:2725),  vedándose  en  consecuencia  su  conocimiento  por  los  jueces 

federales inferiores.

Si  bien  la  CSJN  ha  reconocido  la  validez  de  la  prórroga  de  su 

competencia  originaria  en  favor  de  los  tribunales  federales  de  primera 

instancia, solo lo es, en los casos en los que no se advierta la concurrencia de 

un interés  federal  o  de  razones  institucionales  de  tal  magnitud  que  hagan 

impostergable  la  intervención  de  esta  Corte  (causas  CSJ  410/2010  (46- 

A)/CS1 "Agropecuaria Mar S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro - Estado 

Nacional s/ ordinario" y CSJ 58/2014 (50-F) /CS1 "Fincas del Sol S.A. c/ San 

Juan, Provincia de y otro s/ ordinario", pronunciamientos del 10 de diciembre 

2013 y 29 de abril de 2015, respectivamente)  o ante un conflicto entre la 

Nación y las provincias que obliguen a aplicar un principio de interpretación 
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restrictiva como el que surge del art. 116 de la C.N (“Gobierno de la Ciudad 

de Buenos Aires c/ Entre Ríos, Provincia de s/ cobro de pesos” del 30.10.07).

En  mérito  a  lo  expuesto,  tal  como ha  sido  planteada  la  cuestión  y 

teniendo en cuenta el nítido interés federal que abarca el tema a resolver, la 

presente  causa  corresponde  a  la  competencia  originaria  y  exclusiva  de  la 

CSJN, en los términos del art 117 de la CN ya mencionado. 

En función de todo ello, corresponde declarar la incompetencia de este 

tribunal,  ordenándose  oportunamente  la  remisión  digital  de  las  presentes 

actuaciones por ante la   Corte Suprema de Justicia de la Nación  . 

4.-  Que sin  perjuicio  de lo  resuelto  precedentemente  y  conforme lo 

habilita el art. 196 del CPr., teniendo en cuenta la urgencia acreditada por la 

actora  respecto  del  inminente  vencimiento  del  plazo  para  el  pago  de  las 

obligaciones mencionadas,  corresponde entrar  al  tratamiento  de la  medida 

cautelar  solicitada y diferir  el  pedido del  informe del  art.  4  de  la  ley 

26.854 para  luego  de  su  dictado,  resguardándose  de  tal  manera  el 

contradictorio.  De  esta  manera,  se  logra  dar  primacía  al  ordenamiento 

constitucional y convencional, en resguardo de la tutela judicial efectiva y el 

debido  proceso  eficiente  para  el  caso  concreto  (arts.  8  y  25  CADH). 

Considero que esta es la única forma de sortear los obstáculos formales para 

dar respuesta a la situación con anterioridad a la fecha del primer vencimiento 

mencionado.  

En torno a ella,  la  parte  actora requiere,  con carácter  de urgente,  la 

suspensión de efectos de la Comunicación “A” 7782 del BCRA y de sus actos  

de  aplicación,  que  le  permitirá  acceder  al  mercado  para  el  próximo  e  
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inmediato vencimiento del 10 de junio del corriente año, y de los que venzan  

hasta que se resuelva la cuestión de fondo. 

Por lo tanto, corresponde ingresar a su tratamiento desde la óptica del 

art. 230 del ritual para lo cual se torna necesario precisar la situación fáctica 

del caso: La Provincia de Córdoba emitió Títulos de deuda pública provincial 

emitidos  bajo  ley  extranjera  en  el  mercado  internacional  (PDCAR  21, 

PDCAR 24 y PDCAR 27). En el marco de las previsiones contenidas en los 

arts. 3 y 15 de la Ley N° 10.723, la Provincia de Córdoba solicitó autorización 

para  modificar  los  términos  originales  de  los  Títulos  de  Deuda  Pública 

Provincial  emitidos  bajo  ley  extranjera.  Como  consecuencia  de  ello,  el 

Secretario de Hacienda de la Nación, con fecha 25.01.21 mediante Resolución 

N°  Resol–2021-5-APN-SHMEC  autorizó  a  la  Provincia  a  modificar  los 

términos originales de los mencionados títulos de deuda pública provincial. 

Dicha resolución permitió en consecuencia, efectuar una emisión de nuevos 

títulos modificados. Dentro de los nuevos títulos, se autorizaron los términos 

y  condiciones  del  título,  cuyo próximo vencimiento  de  capital  e  intereses 

operará el 10 de junio del año en curso, que en rigor se corre al día anterior, es 

decir el día 9 de junio por ser el día del vencimiento inhábil. 

Conforme  surge  de  la  causa  e  informe  suscripto  por  la  contadora 

responsable de la Secretaría de Administración Financiera del Ministerio de 

Finanzas, en debido tiempo y forma, la Provincia de Córdoba dio inicio a los 

trámites,  comunicaciones  e  informaciones  necesarios  para  el  pago  de  sus 

obligaciones. Dando cumplimiento a los plazos estipulados en la normativa 

del BCRA, el régimen informativo se comenzó a presentar con fecha 30.05.23 
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con indicación de la  primera fecha de  acceso al  Mercado Libre Único de 

Cambio el día lunes 5 de junio, es decir previo a la Comunicación “A” 7782 

del BCRA de fecha de publicación 1 de junio, con vigencia a partir del 2 de 

junio, impugnada judicialmente por la actora en este proceso. Cabe resaltar 

que con fecha 29.05.23, esto es, con antelación al vencimiento, la Provincia 

en carácter de emisor de los títulos de deuda a vencer, informó el detalle del 

pago a realizar al MAE (Mercado Abierto Electrónico) y a Byma (Bolsas y 

Mercados Argentinos) a los fines de su comunicación a los tenedores de los 

títulos.  

Examinando  los  recaudos  de  procedencia  de  la  medida  peticionada, 

cabe señalar que la  verosimilitud del derecho en materia cautelar, alude al 

derecho invocado por el peticionante como fundamento de su pretensión. Se 

advierte en el caso, que a criterio del Suscripto,  este requisito se encuentra 

presente, habida cuenta que las deudas a pagar emergen de los títulos valores 

que fueron  autorizados por el Ministerio de Hacienda de la Nación  los 

cuales en función de que el procedimiento para su pago se encuentra sujeto a 

la autorización del demandado para adquirir en el mercado de cambio las 

sumas necesarias a tal fin, no resulta hoy factible en función de la normativa 

cuestionada,  todo  lo  cual  le  impide  a  la  actora  cumplir  con  la  relación 

contractual  contraída,  vulnerándose  el  principio  de  seguridad  jurídica.  Es 

decir, la Provincia de Córdoba, cumplimentando toda la normativa vigente, 

acude  libremente  a  celebrar  contratos  con  acreedores  financieros  o  emite 

títulos públicos en moneda extranjera, que producen efectos jurídicos firmes y 

consentidos. Luego, sorpresivamente se dicta una decisión normativa que la 
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obliga  a  incumplir  lo  pactado  y/o  renegociar  compulsivamente  con  los 

acreedores. 

Y, el  peligro en la demora,  también se encuentra presente, dado que 

en el caso de que la Provincia de Córdoba incurra en incumplimiento de sus 

obligaciones, ante el impedimento de acceder al mercado de cambios para 

adquirir las divisas necesarias para cancelar la totalidad de la deuda a vencer 

en las  fechas acordadas con sus acreedores,  verá lesionado gravemente su 

crédito  público.  Sabido  es,  que  ingresar  en  default  tiene  implicancias 

reputacionales y legales severas para la Provincia: la primera de ella implica 

destruir la calidad crediticia de una provincia, con lo cual su rating crediticio 

quedará marcado hacia el futuro restringiendo el acceso al crédito, no solo en 

los mercados de capitales, sino también se dañará su calidad crediticia frente a 

organismos multilaterales  y  bilaterales  de crédito.  La pérdida de acceso al 

crédito  en  el  mercado  multilateral  y  en  los  mercados  voluntarios  cercena 

oportunidades de desarrollo y crecimiento sostenible. Desde el punto de vista 

legal, las implicancias de un default son muy severas ya que podría generar la 

aceleración de la deuda con bonistas, y por cláusulas de cross default y cross 

aceleración, generaría una aceleración de toda la deuda provincial. 

De allí, que, de un análisis periférico, esta situación proyecta un peligro 

real  y  concreto,  pues,  un  incumplimiento  puede  tener  consecuencias 

patrimoniales graves respecto a la deuda externa de la Provincia, en función 

de la caducidad escalonada de los restantes plazos y vencimientos de deuda 

que se mencionan.
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Cabe subrayar  que la  medida cautelar  solicitada  no afecta  el  interés 

público superior ya que la medida requerida no importa un pedido al BCRA 

de venta de sus reservas sino que se le permita al Estado Provincial concurrir 

al mercado de cambios como comprador.

Ahora bien, de acuerdo las circunstancias que presenta la causa, estimo 

que  la  medida  cautelar debe  ser  concedida  de  una  manera  distinta  a  la 

peticionada,  como lo habilita  el  art.  204 del  ritual.  Por ello,  se ordena la 

suspensión de los efectos de la Comunicación “A” 7782 del BCRA y de sus  

actos de aplicación, por lo que se le deberá permitir a la actora acceder de  

manera inmediata al  mercado de cambios para  la compra de los dólares  

necesarios,  solo para  cancelar  el  vencimiento  de  deuda  del  10.06  del  

corriente año. No se requiere contracautela en virtud de lo dispuesto en el art 

200 del ritual.      

La  medida  aquí  dispuesta,  se  encuentra  justificada  en  razón  de  los 

derechos en juego, ya que de no mediar inmediatez en esta decisión podría 

provocar efectos jurídicos y patrimoniales inmediatos una vez consumado el 

incumplimiento, afectando la incorporación de su fuente genuina de ingresos 

destinados a cumplir y llevar a cabo el cometido estatal. 

5.-  Proveyendo  la  presentación  del  demandado:  Téngase  al 

compareciente  por  parte  en  el  carácter  invocado  y  con  el  domicilio 

constituido.  A  lo  solicitado  por  el  apoderado  del  BCRA,  corresponde 

remitirse  a  los  fundamentos  expuestos  precedentemente.  Notifíquese  por 

cédula electrónica a las partes.- 
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